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PREÁMBULO  
 
El 3 de abril de 1979, tras el refrendo mayoritario de la ciudadanía de la Constitución de 
1978 se celebran las primeras elecciones municipales, que abrieron el camino de la 
normalidad democrática en España y de la vertebración política de la sociedad española.  
Estos 25 años han servido para afianzar el compromiso cívico de los ciudadanos con un 
régimen democrático, las Instituciones que los representan y la defensa de los derechos 
y libertades reconocidos por la Constitución.  
 
La positiva experiencia de estos años demuestra que el ámbito local se ha consolidado 
como una autentica área de gobierno legitimada directamente por la voluntad de los 
ciudadanos y manifestada en las sucesivas elecciones locales celebradas con un alto 
nivel de participación.  
 
Durante este período los Gobiernos Locales de ciudades y pueblos han mejorado el 
bienestar social de los ciudadanos prestándoles unos servicios públicos de calidad. El 
cambio y el progreso experimentados en España, en estos años de Democracia se debe 
en gran medida al trabajo y esfuerzo de las Instituciones Locales. Dicha respuesta de los 
Gobiernos Locales ha ido más allá de las competencias propias, incluso asumiendo el 
coste financiero que comportaban, y ha forjado una cohesión social basada en el 
diálogo, la convivencia y la participación cívica.  
 
Es en nuestros pueblos y ciudades donde las decisiones políticas se viven con cercanía, 
como la forma más directa y próxima del derecho de los ciudadanos a participar en la 
gestión de los asuntos públicos.  
 
 
 
 
 

 
                                                 TLF.: 91-364 37 04
CALLE NUNCIO, 8                                                                                   FAX: 91-365 24 16 
28005 – MADRID             www.femp.es 



 

 
Son los Gobiernos Locales, esencialmente, los que hacen visible la descentralización del 
poder, donde los principios democráticos hacen permeable y cercana a los ciudadanos el 
valor de la soberanía que depositan en sus Instituciones. Por ello, no es casual que la 
ciudadanía perciba a sus Ayuntamientos como las instituciones de gobierno mejor 
valoradas.  
 
I.- VITORIA, UN NUEVO IMPULSO PARA LAS CIUDADES Y PUEBLOS DEL 
SIGLO XXI  
 
La conmemoración en Vitoria del 25 Aniversario de los Ayuntamientos Democráticos 
ha puesto de manifiesto el extraordinario papel que los Gobiernos Locales han jugado 
en el desarrollo social, económico y cultural que ha disfrutado España en este feliz 
período de democracia.  
 
La mirada a este pasado vivido como propio, del que han sido protagonistas miles de 
personas que contribuyeron a escribir la historia del municipalismo español, se 
convierte hoy en un activo de futuro y una potente palanca para generar nuevos 
impulsos de bienestar ciudadano.  
 
Responsables políticos de todos los niveles de Gobierno, académicos, alcaldes 
españoles y de diversas ciudades del mundo, empresarios, expertos, cientos de personas, 
en decenas de sesiones a lo largo de casi tres semanas del mes de noviembre, han 
reflexionado y debatido sobre el futuro de nuestras ciudades y pueblos, sobre el papel de 
los Gobiernos Locales del siglo XXI, sobre cómo satisfacer más y mejor las necesidades 
de sus vecinos, sobre cómo hacer la sociedad más justa, más próspera, más solidaria, 
más democrática.  
 
Síntesis del Foro de las Ciudades 25+25 y como guía para recorrer el nuevo rumbo del 
municipalismo español, de sus ciudades y sus pueblos, es el presente decálogo sobre 
ciudadanía, ciudades y gobiernos locales, denominado “la Carta de Vitoria” que los 
representantes de los Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales y Forales y Cabildos y 
Consells Insulares, declaramos al clausurar los actos conmemorativos de estos 
veinticinco años de Ayuntamientos Democráticos, estableciendo así las metas a 
conseguir y las etapas a cubrir en el cumplimiento de nuestras obligaciones en aras de 
lograr el mayor progreso, justo y solidario, para nuestras comunidades.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

LA CARTA DE VITORIA  
En los albores del siglo XXI es ya una realidad lo que el consenso intelectual y político 
venía apuntando desde el último tercio del siglo pasado en torno a la economía, la 
sociología o el urbanismo: el protagonismo emergente de las ciudades en el devenir de 
la sociedad.  
 
Asistimos a un proceso vertiginoso de incremento de población en las ciudades. Ya 
cerca de tres cuartos de la población europea vive en las ciudades y España se encuentra 
también en ese proceso.  
 
Se están generando en las ciudades cambios políticos, económicos, sociales, culturales, 
urbanos, medioambientales… que provocan nuevos problemas reales y potenciales y 
exigen respuestas inteligentes e innovadoras, para encontrar y aplicar alternativas 
progresistas, viables y duraderas.  
 
La innovación tecnológica, relacionada con el mundo de la comunicación y la 
información está generando un nuevo marco de actividad económica que se concreta en 
nuevas formas de unión y relación en el espacio y el tiempo de personas desde distintas 
localizaciones físicas y procedencias culturales, donde lo determinante ya no es el 
tamaño o el lugar de procedencia sino su aportación al crecimiento y su apoyo en 
materia de conocimiento.  
 
Esta nueva realidad, aunque todavía en proceso de emergencia, es la que está 
fortaleciendo en las ciudades el termino vecindad como un valor claramente estratégico, 
que reafirma la identidad con la ciudad, enriquece el sentido de pertenencia y crea una 
atmósfera ciudadana más humana, en la que los diferentes grupos que integran la ciudad 
cooperan, se fusionan y se ayudan por mejorar su entorno cercano (la ciudad) a la vez 
que generan riqueza colectiva (el planeta).  
 
I.1.- UN NUEVO CONCEPTO DE CIUDAD  
 
1. Ciudades identitarias  
Las ciudades en el siglo XXI se definen como tales, no por su tamaño, situación o 
privilegios históricos, sino por el compromiso colectivo de sus vecinos en torno a la 
solidaridad y los servicios recibidos, fuere cual fuere su nivel de población o su 
condición sociocultural. La palabra ciudadanía nace de la misma raíz que Ciudad; sin 
acepciones cuantitativas ni cualitativas. Ello debe suponer,  
 
en la práctica, que cualquier ciudadano o ciudadana, sea el lugar, urbano o rural, en el 
que viva, debe disfrutar de los mismos derechos, prestaciones y servicios que los 
poderes públicos garantizan y ha de poder desarrollar su proyecto de vida en 
condiciones de igualdad de oportunidades.  
 
 
 



 

I.2.- DERECHOS DE LAS CIUDADANAS Y CIUDADANOS  
 
1. Ciudades de todos, con todos y para todos  
Todo miembro de una comunidad local, debe tener el derecho a participar en la 
construcción y ejecución de su proyecto de ciudad con igualdad de derechos, respetando 
sus libertades y excluyendo toda discriminación social, cultural, de origen, lingüística, 
religiosa, étnica o política consagrando la igualdad de todos aquellos que, como 
vecinos, residen y forman parte de una comunidad.  
2. Ciudades democráticas y participativas.  
Las ciudadanas y los ciudadanos tienen pleno derecho a la participación política en la 
elección, control y seguimiento de sus Gobiernos Locales.  
 
I.3.- DERECHOS Y DEBERES DE LAS CIUDADES  
 
1. Ciudades prósperas y productivas  
Los Gobiernos Locales han contribuido, con imaginación y tenacidad a consolidar en 
sus ciudades y pueblos un amplio panel de servicios básicos. Y lo han hecho careciendo 
de los recursos suficientes y de las competencias adecuadas, demostrando una capacidad 
de gestión, de eficacia y eficiencia notables. Ahora, en la nueva sociedad globalizada, 
en la que la proximidad y cercanía a los ciudadanos se presenta como un factor 
fundamental para afrontar con éxito las aspiraciones y las soluciones a los problemas 
ciudadanos, las ciudades deben jugar un papel central, con nuevos recursos y 
competencias, para impulsar sus economías y su empleo, impulsando las ventajas 
comparativas que su singularidad cultural, natural e histórica, en cada caso, les 
corresponda.  
 
2. Ciudades sostenibles y saludables  
Las ciudades deben gestionarse de manera corresponsable entre todos sus actores, 
públicos, privados y asociativos. Deben mantener un compromiso estable, tanto con su 
entorno inmediato, como con el conjunto del planeta. Por ello, sus recursos tienen que 
emplearse de manera armónica, respetando el patrimonio histórico, natural, cultural y 
humano, de forma que el desarrollo sostenible, en todas sus dimensiones –económicas, 
ecológicas y sociales- se constituya como un eje estratégico y transversal de todas sus 
decisiones.. No se puede calificar una sociedad de progresista y solidaria, si ésta no es 
capaz de mejorar para las futuras generaciones el legado que recibió.  
 
3. Ciudades seguras  
Las ciudades deberán fortalecer y estructurar su organización de forma que puedan 
dedicar recursos suficientes para garantizar la seguridad de sus ciudadanas y 
ciudadanos, en todos sus planos. Estas estructuras o servicios deben estar diseñadas en 
todos los niveles de la cadena de seguridad, desde la prevención y la educación cívica, 
desarrollando los servicios que garanticen la convivencia.  
 
 
 



 

4. Ciudades transitables y accesibles a todos  
Las ciudades, como espacio de convivencia, han de promover las medidas de acción 
positiva necesarias para garantizar la accesibilidad del entorno urbano: los espacios 
públicos, los edificios, los medios de transporte y los sistemas de comunicaciones. 
Tienen que ser enclaves que faciliten la articulación de la convivencia ciudadana como 
lugares de integración y sociabilidad de la ciudadanía.  
Facilitar la accesibilidad y movilidad de todas las personas, y en especial de los 
afectados por cualquier tipo de discapacidad, será garantizar la activa participación de 
todos nuestros vecinos. 
 
 
I.4.- LA CIUDAD Y EL ESTADO  
 
1. Ciudades abiertas y vertebradoras  
La ciudad es el espacio para la vida y el encuentro, para la innovación y el aprendizaje, 
para la igualdad y la pluralidad. Las ciudades españolas son la savia del Estado. 
Vertebran y entretejen el territorio, no conocen fronteras, no establecen diferencias entre 
sus vecinos. Son la asociación y la suma de intereses colectivos y superan en su vida 
diaria de forma natural cualquier rigidez y dogmatismo en la interpretación del modelo 
de nuestra organización territorial del Estado.  
 
2. Ciudades conectadas y cooperativas  
Las ciudades deben construir e impulsar redes de comunicación, física, social y 
económica entre sí y deben ejercer activamente la vocación de acuerdo y coordinación 
de sus Gobiernos Locales con los Gobiernos Autonómicos y el  
 
Gobierno de la Nación. Desde el pleno respeto a la autonomía local, coordinar, 
cooperar, colaborar, son verbos a conjugar activamente en el marco del gobierno de las 
ciudades.  
Esta será la vía más eficaz y justa de consolidar y desarrollar el derecho a la cultura, a la 
vivienda, a la educación, a la salud, a la información, a un medio ambiente equilibrado, 
a la protección de su vida privada y la de su familia, que ha de disfrutar cualquier 
ciudadana o ciudadano.  
 
II.- UN NUEVO IMPULSO A LOS GOBIERNOS LOCALES  
 
25 años de Ayuntamientos democráticos han servido para que nuestras ciudades y 
pueblos se hayan constituido en la punta de lanza de la mejora de la calidad de vida y 
del proceso de modernización económica y de cohesión social y territorial que ha 
disfrutado España en este período.  
 
La democracia le ha sentado bien a España; los gobiernos locales, con el apoyo y la 
participación de una ciudadanía cada día más exigente y comprometida, han jugado un 
papel fundamental. Y lo han hecho derrochando enormes dosis de imaginación, de 
esfuerzo, de tenacidad, para dar respuesta a las justas exigencias de sus vecinos, sin 



 

contar con los medios, los instrumentos y los recursos adecuados para cumplir el papel 
que les demanda la ciudadanía y les reserva y asigna la Constitución.  
 
La autonomía local y la capacidad efectiva de los gobiernos locales para gestionar y 
atender adecuadamente los intereses ciudadanos no son una realidad plena en España. 
La agenda política, durante estos 25 años, se ha centrado especialmente en otras 
prioridades.  
 
Pero es el momento de situar la cuestión de los nuevos Gobiernos Locales en el centro 
de las urgencias políticas. Es justo, es conveniente y es una demanda unánime del 
municipalismo español.  
 
Es la hora de realizar, con el apoyo y el consenso de todos los actores del Estado, una 
apuesta decidida para dar la respuesta que el municipalismo español viene requiriendo 
para hacer realidad las nuevas ciudades del siglo XXI respuesta que demanda la 
ciudadanía. Ello, requiere adoptar el siguiente 
 
 
DECÁLOGO DEL MUNICIPALISMO DEL SIGLO XXI  
 
Garantizar la representación de los poderes locales en el Senado  
El artículo 137 de la Constitución organiza territorialmente al Estado en municipios, 
provincias y Comunidades Autónomas. Para que el Senado pueda desarrollar la 
identidad de Cámara territorial que le confiere el artículo 69 de la Constitución, su 
composición debe ser fiel reflejo de esa estructura, integrando tanto la representación de 
las Comunidades Autónomas como la de los Gobiernos Locales, tal como se hizo al 
fijar la representación del Reino de España en el Comité de las Regiones de la Unión 
Europea.  
 
Un nuevo Estatuto del Gobierno Local 
El reconocimiento constitucional de los municipios, de las provincias e islas como nivel 
de gobierno territorial autónomo requiere para su efectividad, el establecimiento de un 
ámbito competencial propio, que les permita gestionar una parte importante de los 
asuntos públicos bajo su propia responsabilidad y en beneficio de sus vecinos, así como 
un sistema de financiación que les garantice recursos suficientes para su adecuado 
ejercicio. España debe aplicar los principios de autonomía local suscritos en los tratados 
internacionales representados por nuestro País, tal como la Carta Europea de Autonomía 
Local.  
 
Un Gobierno Local solvente 
El principio constitucional de suficiencia financiera garantiza a los Gobiernos Locales 
los medios necesarios para desarrollar aquellas funciones que se les atribuyan, 
dotándolos de recursos que permitan asegurar que las competencias asumidas, sea cual 
sea el origen de las mismas, van a ejercitarse a plena satisfacción de los vecinos y 
además con un importante ahorro de medios por el interés y proximidad en la gestión.  



 

 
La reforma que se aborde, debe contemplar una conexión entre competencias y medios 
adecuados para ejercitarlas, diseñando una nueva financiación local con medios propios 
y transferencias incondicionadas del Estado y Comunidades Autónomas, en función de 
las competencias que desarrollen y estableciendo los mecanismos de nivelación 
necesarios para garantizar la equidad.  

 
Los Poderes Locales deberán ser compensados por la deuda histórica acumulada a lo 
largo de estos años a causa de la prestación de servicios por parte de los Ayuntamientos, 
sustituyendo la no presencia de los otros poderes del Estado.  
 
Un Gobierno Local de proximidad  
En los términos de la Carta Europea de Autonomía Local, los Gobiernos Locales 
tendrán el derecho y la capacidad efectiva de ordenar y gestionar, en ese espacio propio 
del que hablamos, una parte importante de los asuntos públicos, aplicando como norma 
general el llamado principio de subsidiariedad.  
 
La garantía de prestación de los servicios públicos de calidad en todo el territorio será 
articulada mediante entes locales intermedios (diputaciones, mancomunidades, 
comarcas…) que permitirán que todas aquellas competencias o servicios, que interesen 
a la comunidad vecinal, sean prestados por instituciones locales de ámbito municipal o 
supramunicipal.  
 
Reforzar los mecanismos de relaciones intergubernamentales 
Las relaciones de colaboración y cooperación entre las administraciones públicas 
requieren el buen funcionamiento de una organización pública fuertemente 
descentralizada. El incremento de la cooperación Local con la Administración del 
Estado y las Comunidades Autónomas requiere la consolidación de mecanismo y 
fórmulas de cooperación conjunta entre Estado, Comunidades Autónomas y Gobiernos 
Locales, aplicando el principio de subsidiariedad como forma de distribución de 
funciones y competencias entre las tres Administraciones.  
 
Un nuevo régimen de organización para los Gobiernos Locales 
El reconocimiento para la capacidad normativa del Estado de las Comunidades 
Autónomas y de las Entidades Locales debe ir acompañado de la consolidación del 
principio de autonomía local que conlleva el valor de ordenanzas y reglamentos que 
aprueban los gobiernos locales junto con el desarrollo organizativo como autenticas 
instituciones de gobierno.  
 
Un Estatuto de los cargos electos locales 
Casi veinte años después de la aprobación de la Ley de Bases del Régimen Local, la 
experiencia acumulada durante este tiempo aconseja proceder a una auténtica revisión 
del Estatuto de los cargos electos locales que garantice el pleno desarrollo de sus 
funciones como legítimos representantes democráticos del pueblo soberano. Así como 



 

otorgarle los mismos derechos sociales que a cualquier ciudadano cuando deje de 
ocupar el cargo público para el que fue elegido.  
 
Modernizar la función pública local 
Impulsar una política de recursos humanos integrada que permita a todos los empleados 
públicos locales desarrollar plenamente sus actitudes, con el fin de conseguir que la 
función pública se adapte a las exigencias improrrogables de la creciente sociedad de la 
información y nuevas tecnologías en aras a lograr una mejor prestación de servicios 
frente al ciudadano.  
 
La institucionalización de la FEMP 
Es el paso necesario para lograr el reconocimiento efectivo del papel desarrollado por 
los Gobiernos Locales en los últimos veinticinco años y para restablecer el equilibrio de 
representación que requiere el mandato constitucional de configuración territorial de 
nuestro Estado de Derecho. A través de la FEMP, los Poderes Locales Españoles 
estarán representados en todos los Consejos y Conferencias Sectoriales del Estado, 
donde se debatan y decidan las políticas territoriales. El Presidente de la FEMP será 
miembro nato de la Conferencia de Presidentes.  
 
Los Poderes Locales son a la vez Órganos de Gestión e Instituciones Públicas 
Son parte integrante del Estado y conforman uno de los tres niveles de su Estructura 
Administrativa, gozando de plena autonomía en las funciones que les son propias y no 
siendo en ningún caso Instituciones de ámbito Autonómico.  
 


